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INTRODUCCIÓN



    




    La entrada en vigor, desde el 1 de enero de 1995, de la nueva Ley de Arrendamientos Urbanos ha supuesto una variación sustancial del régimen legal aplicable al alquiler de viviendas y locales de negocio. Variación importante respecto al sistema establecido, en 1985, por la llamada Ley Boyer. Pero, sobre todo, transformación total del contemplado por las leyes anteriores, de 1956 y 1964.




    La finalidad de este libro es comentar las disposiciones vigentes en la actualidad, de forma sencilla, para que sirva de orientación a los lectores, quizá ignorantes de la amplitud de la reforma. Y, también, confundidos por los comentarios oídos y leídos, durante los años en que la ley se ha ido elaborando, hasta su aprobación final. Anteproyectos de ley, enmiendas de los distintos grupos políticos en el Congreso y el Senado, debates parlamentarios, críticas de los colectivos afectados, propuestas alternativas, comentarios de juristas prestigiosos.




    Pero, en definitiva, una vez aprobada la ley, mucha gente sigue teniendo serias dudas al respecto. ¿Tienen estos contratos una duración mínima? ¿Continúan existiendo las prórrogas? ¿Siguen pudiendo subrogarse los parientes próximos? ¿Es posible el traspaso de locales?




    En este libro pretendemos dar respuesta a esas y otras preguntas que suelen formularse las personas interesadas en el tema. Y, sobre todo, aquellas que vayan a participar en uno de tales contratos próximamente, sea como arrendadores o como arrendatarios. A unos y a otros están dedicadas las páginas que siguen, con la intención de aclarar las dudas que la ley pueda plantearles, y de aconsejarles, sobre las cuestiones que puedan afectarles en mayor medida, al redactar el contrato. Y todo ello, aparece redactado en un lenguaje claro y comprensible, evitando tecnicismos legales innecesarios (o explicando su concepto cuando no sea posible omitirlos) de forma que pueda ser entendido por cualquier persona, aunque no posea ningún conocimiento sobre la terminología jurídica.




    También con la idea de facilitar su lectura, el libro se ha dividido en una serie de partes, independientes entre sí. Una primera, dedicada a explicar lo que es un contrato de arrendamiento, en general, y las normas reguladoras de los de fincas urbanas. Y, las siguientes, específicamente, a los de vivienda, a los de fincas destinadas a otros usos, y a la adquisición preferente, el subarriendo y la cesión del contrato. De esa forma, el lector puede consultar directamente aquellos temas que más le afecten o le interesen en cada ocasión.




    Además, se han incluido numerosos modelos que pueden servir de base para redactar contratos de alquiler de viviendas (permanentes o temporales, amuebladas o no) locales de negocio, con o sin instalaciones incluidas, cláusulas especiales, notificaciones de subrogaciones, traspasos, aumentos de renta, etétera, para que sirvan de ayuda a quienes deban redactarlas, o participar en su negociación. Cosa que, por lo demás, puede hacer fácilmente cualquier persona debidamente informada, pues no revisten ninguna dificultad especial.




    Y, por último, la novedad de las normas aplicables a los contratos que se celebren en el futuro, no nos ha hecho olvidar los realizados en el pasado. Es decir, los miles de contratos de alquiler de viviendas y locales que, celebrados antes del 1 de enero de 1995, siguen en vigor en la actualidad. La nueva ley también ha variado, y de forma importante, su régimen legal. Y muchos arrendadores y arrendatarios afectados, se preguntan en qué medida han sido modificados sus derechos y sus obligaciones en cuanto a continuidad del contrato, posibilidades de actualizar la renta, subrogaciones, traspasos, etc. Todas esas cuestiones, que afectan fundamentalmente a los legítimos intereses de unos y otros, son analizadas detenidamente en la última parte del libro. Se han agrupado en dos capítulos diferentes: uno dedicado a los contratos de arrendamiento de viviendas, y otro a los de locales de negocio, ambos celebrados antes de que entrara en vigor la LAU actual.




    Nuestro sincero deseo es que, las páginas que siguen, sean de la mayor utilidad para todos nuestros lectores. Tanto a los que pretendan celebrar algún contrato de arrendamiento de fincas urbanas de los que comentamos, o se vean afectados por las normas legales que los regulan, como, simplemente, a los que pretendan satisfacer su curiosidad sobre este tema.


  




  

    

      
PRIMERA PARTE


      ARRENDAMIENTOS URBANOS



    




    
CAPÍTULO I


    LOS CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO




    
¿Qué es un contrato?




    Algunas personas asocian la idea de contrato a la de un documento en el que, mediante unos formulismos (que parecen solemnes y anticuados), se menciona a dos personas como las partes y, a continuación, se redactan una serie de cláusulas y condiciones poco comprensibles para la mayoría, por lo que deben ser leídas con suma atención o, mejor aún, consultar con un abogado antes de firmarlo, para no ser engañados.




    En realidad, suele confundirse lo que es el contrato en sí, con el documento en que este se formaliza. Pero, este documento, no existe en la inmensa mayoría de los contratos. Quizá, muchos se extrañen si se les dice que, cada día, cuando realizan la compra diaria, piden un café en un bar, adquieren su billete de autobús, etc., o introducen sus monedas en una máquina expendedora de tabaco, o recreativa, están realizando otros tantos contratos. Son contratos de compraventa, de servicios, de transporte, de juego, y tantos otros que se efectúan por millares, a diario, sin que la mayoría piense que está participando (que es «parte») de contrato alguno. Y es así, porque en ninguno de ellos se firma ningún documento. Pero son contratos. Tan contratos como el que se suscribe para comprar una vivienda, o para constituir una sociedad anónima pero, a diferencia de estos, se celebran de palabra, verbalmente, no por escrito.




    Conviene preguntarse, por lo tanto, qué es lo que tienen en común todos estos actos, tan dispares entre sí, para que a todo ellos los denominemos contratos. En definitiva: ¿Qué es un contrato?




    En general, puede decirse que un contrato, cualquiera de ellos, es un pacto, un compromiso que contraen dos o más personas, de forma voluntaria, de adquirir unos derechos y obligaciones recíprocas, unas respecto a otras, sobre un objeto válido legalmente. El Código Civil, de forma un tanto escueta, nos dice que: «Hay contrato cuando una o más personas se obligan, respecto a otra u otras, a dar alguna cosa, o prestar algún servicio». Y, en efecto, si pensamos en lo que sucede al llevar a cabo todos y cada uno de los actos que anteriormente se han mencionado veremos que, en esencia, se reducen a eso: alguien se compromete a dar algo o a prestar algún servicio a otro. Lo que diferencia a unos contratos de otros es, precisamente, lo que se da, o el servicio que se presta… y a cambio de qué.




    Pero antes de hablar de las diferencias entre los distintos tipos de contrato, es necesario tratar aún de este en general. En el apartado siguiente, vamos a ver cuáles son los elementos de todo contrato, y qué consecuencias tiene que, alguno de ellos, sea defectuoso.




    
Los elementos del contrato




    Un contrato, debe tener, inexorablemente, tres elementos esenciales: el consentimiento, el objeto y la causa. Son esenciales porque, si falta alguno de ellos, o si adolece de algún defecto que los invalide, el contrato no existe legalmente como tal, es nulo. Veamos en qué consisten:




    — El consentimiento consiste en que, ambas partes, manifiestan que existe un acuerdo de voluntades sobre el contenido u objeto del contrato. Una de ellas realiza una oferta y, la otra, la acepta.




    El contrato puede anularse si una de las partes carece de la capacidad legal necesaria para celebrarlo (un niño, o un enajenado), si no es la persona idónea para celebrarlo (quien vende algo que no es suyo) o si lo hace incurriendo en un error esencial e invencible (por ignorar algo que le resulta imposible conocer y que, de saberlo, le hubiera llevado a no realizarlo) o víctima de la violencia (por la fuerza), la intimidación (amenazas graves) o el dolo (engaños fraudulentos).




    — El objeto del contrato es el conjunto de derechos y obligaciones que se crean por medio de este: dar algo oprestar algún servicio, y a cambio de qué. Para ser válido, el objeto de un contrato debe ser lícito (no estar legalmente prohibido), posible (porque nadie puede obligarse a realizar algo que resulte imposible) y determinado, o que sea posible determinarlo después (porque si las obligaciones no se concretan, si no se especifica en qué consisten, no puede exigirse su cumplimiento).




    — La causa es la intención, lo que pretenden las partes al celebrar el contrato. Así, si lo que desean es cambiar una cosa por otra, el contrato será de permuta, pero si se trata de dar una cosa a cambio de dinero, se tratará de una compraventa, y si su voluntad es ceder su uso durante un tiempo a cambio de un precio, el contrato será de arrendamiento o de préstamo, según los casos.




    Para que el contrato sea válido la causa debe existir y ser lícita. En caso contrario sería nulo (como sucedería si se realizara una compraventa ficticia, para disimular una donación legalmente prohibida, o para evitar que esos bienes pasen a manos de los acreedores, u otros supuestos parecidos.




    Si falta alguno de esos elementos, o adolece de los defectos mencionados, el contrato puede ser declarado nulo, y las partes no estarán obligadas a cumplir con lo pactado. (Aunque, quienes resulten perjudicados por ello, pueden exigir una indemnización al causante o causantes de la nulidad.)




    A diferencia de esos elementos, que son esenciales porque la ley exige que lo sean, existe otro que se considera «necesario», simplemente porque es imposible que no exista. Me refiero a la forma del contrato. Es decir, a la manera como las partes manifiestan, exteriorizan, su voluntad de celebrarlo. En principio, las partes son libres de hacerlo de la forma que deseen: en documento público suscrito ante notario u otro fedatario autorizado (agente de cambio y bolsa, corredor de comercio, capitán de un buque, etc.), en documento privado, de palabra o, incluso, de forma tácita (por gestos, o manifestando su intención por la forma de actuar). De cualquier forma en la que se materialice el contrato, el objeto y la causa, aquel es válido, y las partes están obligadas a cumplir con lo pactado.




    Sin embargo, el Código Civil establece que, si el valor del contrato excede de 5000 pesetas, cualquiera de las partes puede exigir a la otra que se redacte por escrito, ya que esta forma ofrece mayores garantías, al quedar constancia de lo pactado. Y, si se refiere a la creación, modificación o extinción de derechos reales sobre bienes inmuebles (propiedad, usufructo, servidumbres, etc.), puede exigirse la escritura pública, ante notario autorizado, ya que ello es necesario para poder inscribirlo en el Registro de la Propiedad. Pero se trata de una facultad, no de una obligación: si las partes celebran uno de tales contratos verbalmente, será perfectamente válido, y estarán obligadas a cumplirlo. (Otra cosa es que no sea aconsejable, en absoluto, por la dificultad que representa, después, poder demostrar exactamente a qué se comprometió cada uno.)




    Por último, hay que mencionar los llamados elementos accidentales de los contratos. Se trata de cláusulas o pactos adicionales, que pueden existir, o no, en cualquiera de ellos. De hecho, la mayoría de los contratos carecen de ellos. Son elementos accidentales la inclusión de condiciones, plazos, términos, paga y señal, penas convencionales, pactos de retroventa y otros similares, de diversa naturaleza. Lo que interesa destacar es que, si uno de esos elementos adolece de algún defecto que lo invalide (por ser ilegal, o imposible, o no estar claramente especificado, etc.), la nulidad le afecta sólo a él, no al resto del contrato. El contrato sigue siendo válido y se considera que ese elemento no existe.




    
El contrato de arrendamiento




    Bajo el nombre general de arrendamiento, existen en nuestro ordenamiento jurídico varios tipos de contrato que poco tienen que ver entre sí. Incluso, esta uniformidad en el nombre, ha sido ampliamente criticada por los más prestigiosos autores que han abordado el tema.




    En efecto, el artículo 1542 de nuestro Código Civil nos dice que «[…] el arrendamiento puede ser de cosas, o de obras o servicios». Por lo tanto, de entrada podemos dividir los arrendamientos en tres grandes grupos:




    — Arrendamientos de cosas (o alquiler): consiste en que una persona ceda a otra el uso de una cosa para que la utilice durante algún tiempo, a cambio de un precio que, normalmente, se fija en función de su duración.




    — Arrendamiento de obra (o, simplemente, ejecución de obra): por el que una persona se compromete a realizar una obra por encargo de otra, la cual recibirá el resultado a cambio de un precio.




    — Arrendamiento de servicios (o prestación de servicios): una persona se compromete a prestar sus servicios por cuenta de otra y bajo su dependencia a cambio de una remuneración.




    Pero esta primera clasificación no es suficiente. En el contrato de arrendamiento de cosa, la naturaleza de esta implica grandes diferencias en su regulación. Así, no tiene los mismos derechos y obligaciones quien alquila un piso que un local de negocio, un automóvil o un aparato de televisión. Dentro del contrato de arrendamiento de cosas hay que distinguir el de cosas muebles del de inmuebles y, entre estos últimos, el de fincas rústicas del de urbanas que, a su vez, se subdivide en el de viviendas y el destinado a otros usos.




    Respecto al arrendamiento de obra, esta puede ser de cualquier clase: desde confeccionar un traje o afinar un piano, a levantar un rascacielos. De entre todos ellos, los contratos de ejecución de obra referidos a la construcción son los que revisten mayor importancia por su complejidad y volumen económico.




    Por último, en los contratos de arrendamiento de servicios conviene distinguir los considerados como «contratos de trabajo» y que están sometidos a las normas de derecho laboral, de los que no tienen esa consideración y quedan regulados por el derecho civil.




    Imagino la sorpresa de no pocos lectores ante las líneas precedentes: ¿Qué tiene que ver un contrato de trabajo con alquilar una televisión, construir una casa o arrendar como colono una finca rústica?, se preguntarán muchos. Pues, desde luego, muy poco. Casi nada…, excepto el nombre. Todos son contratos de arrendamiento, de cosas, de obra o de servicios.




    Lo dicho hasta aquí pretende advertir al lector no versado sobre temas legales sobre la pluralidad y diversidad de los contratos que reciben el nombre común de arrendamiento. Arrendamiento, sin duda, no significa apenas nada. Hay que especificar a qué tipo de arrendamiento se alude para saber a qué clase de contrato nos estamos refiriendo y cuáles son las normas que lo regulan.




    
El arrendamiento de inmuebles




    Los contratos de arrendamiento que comentamos en este libro son, todos ellos, arrendamientos de cosas. Quedan al margen, por lo tanto, los arrendamientos de obras y los de servicios.




    Ahora bien, el arrendamiento de cosas, en general, se subdivide en arrendamiento de cosas muebles y arrendamiento de inmuebles, como ya se ha dicho. El primero, que carece de una regulación específica, también es ajeno al objeto de este libro: los contratos de arrendamientos urbanos se refieren, siempre, a bienes inmuebles. Por eso conviene explicar su concepto.




    El artículo 334 del Código Civil nos los define cuando afirma que bienes inmuebles son:




    — Las tierras, edificios, caminos y construcciones de todo género adheridos al suelo.




    — Los árboles y plantas y los frutos pendientes, mientras estuvieran unidos a la tierra o formaran parte integrante de un inmueble.




    — Todo lo que esté unido a un inmueble de una manera fija, de suerte que no pueda separarse de él sin quebrantamiento de la materia o deterioro del objeto.




    — Las estatuas, relieves, pinturas u otros objetos de uso u ornamentación, colocados en edificios o heredados por el dueño del inmueble en tal forma que revele el propósito de unirlos de un modo permanente al fundo.




    — Las máquinas, vasos, instrumentos o utensilios destinados por el propietario a la industria o explotación que se realice en un edificio o heredad, y que directamente concurran a satisfacer las necesidades de la explotación misma.




    — Los viveros de animales, palomares, colmenas, estanques de peces o criaderos análogos, cuando el propietario los haya colocado o los conserve con el propósito de mantenerlos unidos a la finca, y formando parte de ella de modo permanente.




    — Los abonos destinados al cultivo de una heredad, que estén en las tierras donde hayan de utilizarse.




    — Las minas, canteras y escoriales, mientras su materia permanece unida al yacimiento, y las aguas vivas o estancadas.




    — Los diques y construcciones que, aun cuando sean flotantes, estén destinados por su objeto y condiciones a permanecer en un punto fijo de un río, lago o costa.




    — Las concesiones administrativas de obras públicas y las servidumbres y demás derechos reales sobre bienes inmuebles.




    Pero, a su vez, el arrendamiento de inmuebles se subdivide en dos grandes grupos: el de los contratos que tienen por objeto una finca rústica (regulados por la Ley de Arrendamientos Rústicos de 31 de diciembre de 1980) y el de los que se refieren a fincas urbanas. Sólo a este último tipo de contratos está dedicado el presente libro.




    
Los arrendamientos urbanos




    Se denominan arrendamientos urbanos todos aquellos que tienen por objeto una finca urbana, en sentido amplio. Por lo tanto, pueden referirse tanto a viviendas unifamiliares, aisladas o adosadas, como a pisos o apartamentos e, igualmente, a locales comerciales, almacenes, naves industriales, oficinas, salas de espectáculos, centros recreativos, etc.




    En general, se trata de cualquier tipo de edificación apta para ser habitada, o para desarrollar en ella cualquier tipo de actividad económica (profesional, comercial o industrial) o cultural.




    En cambio, no se consideran arrendamientos urbanos aquellos cuyo objeto principal sea el aprovechamiento agrícola, ganadero o forestal de una finca rústica. Y ello, aunque se incluya en el contrato el derecho del arrendatario a utilizar una vivienda situada en la finca.
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    En caso de discrepancia entre las partes sobre la naturaleza del contrato, será el juez competente quien deberá decidir si se trata de un arrendamiento urbano o rústico.




    

      

        
RESUMEN



      




      Recuerde que…




      — Un contrato no es necesariamente un documento, sino que puede celebrarse también de palabra.




      — Todo contrato debe contener, necesariamente, el consentimiento, el objeto y la causa del mismo.




      — La forma del contrato es, en principio, libre.




      — El contrato de arrendamiento de cosas es el alquiler, su cesión temporal a otra persona, a cambio de un precio.




      — El arrendamiento de bienes inmuebles puede referirse a fincas rústicas o a fincas urbanas.
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